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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 0213/2020-3
PARTE ACTORA: 
**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE TRÁNSITO Y POLICÍA VIAL MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, S.L.P., Y CODEMANDADA
MAGISTRADA: 

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO
San Luis Potosí, S.L.P., tres de junio de dos mil veintiuno. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 0213/2020-3 promovido por ********** contra actos del Director de Tránsito y Policía Vial Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., y del Policía Vial perteneciente a la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; y:
R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Mediante acuerdo primero de julio de dos mil veinte, previo cumplimiento del requerimiento formulado por auto de fecha dos de marzo de dos mil veinte, se tuvo por recibido escrito firmado por **********, quien demandó a la siguientes autoridades: 1.- Director de Tránsito y Policía Vial Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; y, 2.- Policía Vial de nombre Vianey Saraí González Chávez, con número de GAFETE 15227, agente perteneciente a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P. Dirección de Tránsito y Policía Vial Municipal; por la nulidad del acto que se menciona: “La BOLETA DE INFRACCIÓN folio 18975 de fecha 08 de febrero de 2020, emitida por la policía vial de nombre Vianey Saraí González Chávez, con número de GAFETE 15227; agente perteneciente a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez S.L.P. Dirección de Tránsito y Policía Vial Municipal”, de lo cual tuvo conocimiento el ocho de febrero de dos mil veinte; en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas y tercero interesado, para que contestaran dentro del término legal lo que a sus intereses conviniera. Con proveído de cuatro de septiembre de dos mil veinte, se regularizó el procedimiento para el efecto de notificar al Tercero interesado el auto de primero de julio de dos mil veinte, con las formalidades establecidas en los artículos 27 fracción II y 38 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado; en el mismo auto se tuvo a la autoridad demandada Agente de Tránsito del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., por contestando la demanda, oponiendo excepciones, y ofreciendo pruebas; se ordenó dar vista a la parte actora para los efectos legales consiguientes; respecto de la diversa demandada Director de Tránsito y Policía Vial del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, se le hizo efectivo el apercibimiento decretado por proveído de primero de julio de dos mil veinte y se le tuvo por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, en razón de no haber dado contestación a la demanda en el término que para tal efecto le fue concedido; se tuvieron por ofrecidas y admitidas las diversas probanzas de las partes, y se fijó fecha y hora para la audiencia final. Por auto de veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno, se hizo efectivo el apercibimiento formulado al Tercero Interesado en auto de primero de julio de dos mil veinte, y se le tuvo por no apersonándose a juicio, debiendo soportar los efectos o consecuencias derivadas de la resolución definitiva que se dicte. El dieciséis de marzo dos mil veintiuno se celebró la audiencia final sin asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos hizo relación de constancias; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales de las partes, dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos se dio cuenta de los que fueron presentados por el delegado de las autoridades demandadas y se certificó que no fueron formulados por la parte actora; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9° fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el presente caso le resulta competencia para conocer del presente juicio, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.
La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la boleta de infracción folio 18975 de fecha 08 de febrero de 2021, en la que fue infraccionado como conductor del vehículo Marca ********** modelo **********placas ********** documento visible en foja 10 de los autos. 

De igual forma la personalidad y legitimidad de la demandada, Policía Vial y/o Agente de Tránsito adscrita a la Dirección de Tránsito y Policía Vial del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., se encuentra legalmente acreditada, en razón de que acompañó el nombramiento que le fue expedido, visible en foja 44 del sumario, con lo que acredita el carácter con que comparece, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Las Documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores públicos en el desempeño de sus funciones.
A la autoridad demandada, Director de Tránsito y Policía Vial Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., se le tuvo por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; y al Tercero interesado ********** por no apersonándose a juicio, debiendo soportar a los efectos o consecuencias derivadas de la resolución definitiva que se dicte, según consta en autos de fechas cuatro de septiembre de dos mil veinte y veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno, en razón de que fueron omisos en contestar la demanda y apersonarse a juicio, en el término que para esos efectos les fue otorgado. 

TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la boleta de infracción folio 18975, de fecha 08 de febrero de 2020, emitida por la policía vial de nombre Vianey Saraí González Chávez, con número de Gafete 15227, documento que la parte actora exhibió, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el valor probatorio que le concede la Ley de la materia.

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En ese tenor, se advierte que Policía Vial demandada, al producir su contestación de demanda, señaló que el presente juicio es improcedente, por virtud de que el acto administrativo que se impugna no afecta los intereses jurídicos o legítimos del actor, ya que se encuentra emitido en estricta sujeción a las disposiciones legales aplicables. En torno a los argumentos planteados por esta autoridad demandada; debe decirse que al no constituir propiamente causales de improcedencia o sobreseimiento, resultan inatendibles en este momento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la Litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora.
Sirve de apoyo por analogía, la tesis de Jurisprudencia P./J. 135/2001 pronunciada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 5, Tomo XV, Enero de 2002, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con registro 187973, que dice:

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. …”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La promovente hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 4 a 8 de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Al respecto, es aplicable por analogía la Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, pronunciada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 830, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro: 164618, que dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En primer término, debe precisarse que esta Sala al ocuparse de los motivos de impugnación en que descansa la pretensión de nulidad del actor, está facultada para hacerlo en forma diversa al orden en que fueron planteados, en conjunto o en lo individual, ocupándose en primer lugar, de aquéllos orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, y después, de los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, ya que de resultar fundados los primeros, se producirá un mayor beneficio jurídico para la parte actora, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que le es inherente.

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia P./J. 3/2005, pronunciada por Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 5, Tomo XXI, Febrero de 2005, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con registro 179367, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO   POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”

Así las cosas, se advierte que los argumentos contenidos en el Segundo Concepto de impugnación, resultan fundados, y son suficientes para decretar la ilegalidad e invalidez del acto controvertido, por lo que se procede a su estudio en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
Concepto de impugnación que en lo medular refiere:
“SEGUNDO.- ...la boleta de infracción folio 18975, es violatoria de mis derechos humanos y de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que la policía vial, debió haber fundado y motivado el acto de molestia... la boleta de infracción no lo hace, solo se limita a escribir en el apartado de fundamentación y motivación, “No usar cinturón de seguridad conductor y acompañante artículo 110 Reglamento de Tránsito.... “Conducir en estado de ebriedad artículo 161 fracción III”.”
“...falta la motivación adecuada... es ilegal el acto de autoridad combatido ya que se violentó mi derecho a la seguridad jurídica contemplado en el artículo 14 de nuestra Carta Magna...”
“...de acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado... deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales y particulares...”
Como se adelantó, es fundado el concepto de impugnación en estudio, porque la boleta de multa que nos ocupa, incumple con lo previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que dicho acto impugnado carece de los elementos de debida fundamentación y motivación que deben revestir los actos decisorios de la autoridad, en contravención a lo ordenado por el artículo 91 fracción VI de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí; además de ser omiso en el cumplimiento de los requisitos formales exigidos por las leyes aplicables, como son los artículos  160 y 161 fracción III del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.
En efecto, el precepto constitucional invocado en el párrafo precedente dispone en lo que interesa, que “Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento”, de donde se desprenden los principios de legalidad y seguridad jurídica, relativos a que todo acto de autoridad debe emitirse por aquélla autoridad que sea competente para ello y, necesariamente, debe cumplir con los requisitos de fundamentación y motivación; entendiéndose por fundamentación, la obligación de expresar con exactitud el precepto legal aplicable al caso concreto y, por motivación, que deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, esto es, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa.

Asimismo, los artículos 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí establecen que como elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo. En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

En esa tesitura, se advierte que la autoridad demandada fue omisa en fundar y motivar correctamente su actuación en cuanto a la circunstanciación de los datos relativos a la naturaleza de la infracción contenida en la boleta impugnada, conforme lo ordenado por el artículo 91 fracciones VI y VII de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, y el numeral 173 fracciones VI y VII del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., que en lo conducente refieren: 

Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí.
“Artículo 91.- Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:”

“…VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga;”
“VII. La cita de los fundamentos legales o reglamentarios que acrediten la comisión de la infracción; …” 

Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.

“Artículo 173. Las boletas de infracción impuestas por el policía vial deberán contener los siguientes datos:”
“…VI. Naturaleza de la infracción lugar, fecha y hora en que se hubiere cometido;”
“VII.- Fundamento legal de la infracción cometida;...”
[Énfasis añadido]

Normatividad en comento, de la que se desprende que los agentes de tránsito municipal, o bien los elementos operativos competentes en los términos de los reglamentos municipales, para la aplicación de la sanción levantarán una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente entre otros datos, la descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción, lo que servirá como motivación de la sanción que se imponga; así como la cita de los fundamentos legales o reglamentarios que acrediten la comisión de la infracción, a que se refiere el artículo 91 fracción VI de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí; en ese sentido, no basta que se enuncie en la boleta de infracción, los datos correspondientes al lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción, para tenerla por debidamente motivada; pues la propia fracción es categórica en señalar que respecto de esos datos, así como lo correspondiente al modo, se deben describir sus respectivas circunstancias, de ahí que en el acto impugnado, también se debe asentar detalladamente las circunstancias que permitan el conocimiento exacto de la manera en que la autoridad se dio cuenta que un gobernado cometió una infracción, y todo lo relacionado a lo que aconteció alrededor de ello; aunado a que el artículo 173, del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., dispone que las boletas de infracción impuestas por el policía vial deberán contener los datos, entre otros, correspondientes a la naturaleza de la infracción lugar, fecha y hora en que se hubiere cometido; debiéndose entender por lo anterior, que la autoridad debe asentar toda aquella información sobre la naturaleza de la infracción cometida, así como su lugar, fecha y hora que permitiera su conocimiento exacto o sirviera para deducir las consecuencias derivadas de un hecho, es decir, cómo el agente se cercioró que efectivamente el gobernado había cometido dicha infracción; lo que únicamente se logra a través de la descripción detallada de las circunstancias relativas a la infracción cometida por el gobernado, es decir, a través de la debida motivación de la boleta de infracción; lo que en el presente caso no ocurrió, pues la Oficial de Policía Vial omitió cumplir con lo dispuesto en los numerales en comento, al no circunstanciar en el acto administrativo los motivos por los cuales levantó la infracción.
Bajo ese contexto, del examen practicado al acto impugnado visibles en foja 10 de este sumario, se advierte que la Agente de Policía Vial demandada, incumplió con la obligación de fundar y motivar debidamente la boleta impugnada, siendo que no cita en su texto, las circunstancias de modo, relativas a precisar del por qué el motivo de la infracción, pues en el apartado correspondiente, solo asentó: “No usar cinturón de seguridad conductor y acompañantes” y “Manejar en estado de ebriedad”, sin determinar en la boleta de infracción de forma clara y precisa los motivos o hechos por los cuales llegó a esa afirmación al momento de levantar la infracción, pues debe puntualizar exactamente las circunstancias del modo o el cómo es que se dio cuenta de la comisión de la falta y la forma de constatarlo; lo que evidencia con toda claridad, que la autoridad demandada no cumplió con la debida fundamentación y motivación del acto impugnado, pues no se contiene la descripción detallada de las circunstancias relativas a las infracciones cometidas por el conductor del vehículo, o sea, como es que llegó a concluir, por un lado, que el conductor del vehículo y sus acompañantes un usaban cinturón de seguridad, y por otro, que se encontraba en estado de ebriedad, y tampoco el método, técnica o ciencia utilizados para llegar a esa conclusión, de ahí la indebida fundamentación y motivación del acto.
Efectivamente por lo que concierne a las causas de infracción determinadas en la boleta de infracción en cuestión, no cita ningún dato concerniente respecto de las razones en que se basó para concluir que el ahora actor se encontraba manejando en estado de ebriedad al momento de levantar la infracción, así como no establece de forma clara y concreta ningún dato concerniente a identificar dicha conducta, para así estar en posibilidades de emitir la boleta de infracción bajo dicha circunstancia, esto es, que la hipótesis jurídica invocada se adecue exactamente a la conducta del actor y más aún que los hechos que se le imputan al ahora demandante sean reales y ciertos; siendo insuficiente para tener por debidamente motivado el acto impugnado, el señalamiento que hace en el apartado de observaciones, en el que refiere que al tener contacto con el mismo (sin especificar a quien se refiere) expira aliento alcohol, así como su traslado con médico legista, resultado 1.59% BAC, ya que dicha afirmaciones están hechas sin sustento alguno, sin emitir ningún razonamiento, lo cual genera una indebida motivación y fundamentación de dicho acto, en virtud de que están hechas de forma general, y no contienen los argumentos necesarios, tendientes a justificar o demostrar la conducta por la cual se infraccionó al hoy actor relativa a que se encontraba en estado de ebriedad.

Máxime que, tratándose de estado de ebriedad, los artículos 160 y 161 fracción III del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., establecen los requisitos formales que el Policía Vial debe cumplir; numerales en comento, que textualmente dicen: 
“ARTÍCULO 160. Cuando un conductor viole disposiciones del Reglamento y además muestre signos de encontrarse bajo el influjo de alcohol o incoordinación motora, procederá lo siguiente:”
“I. Deberá presentarse inmediatamente ante el médico legista de la Dirección;”
“II. Realizar examen clínico de evaluación neurológica;”
“III. En caso de que proceda, se complementará con prueba de alcohol sensor u otra;”
“IV. En un parte médico se presentará el resultado o certificado correspondiente; y “
“V. Será puesto a disposición de autoridad competente con la siguiente clasificación: 
“a) Aliento alcohólico apto para conducir; “
“b) Aliento alcohólico inepto para conducir; “
“c) Estado de ebriedad; y”
“d) Estado de intoxicación.”
“ARTÍCULO 161. Los resultados que el médico legista emita serán evaluados de la siguiente manera:” 

“I. Aliento alcohólico apto para conducir. Es determinado cuando en las pruebas clínicas neurológicas la manifestación en la intensidad de las potencialidades psíquicas y somáticas son de leve a moderada y el alcohol sensor muestra valores entre 0.02 y 0.10 moléculas de alcohol en aire espirado;”
“II. Aliento alcohólico inepto para conducir. Es determinado cuando en las pruebas clínicas neurológicas la manifestación en la intensidad de las potencialidades psíquicas y somáticas son de leve a moderada y el alcohol sensor muestra valores entre 0.11 y 0.24 moléculas de alcohol en aire espirado, independientemente de su tolerancia;”
“III. Estado de ebriedad. Es determinado cuando en las pruebas clínicas neurológicas la manifestación en la intensidad de las potencialidades psíquicas y somáticas es severo y muestra valores en alcohol sensor superiores a 0.25 moléculas de alcohol en aire espirado, independientemente de su tolerancia;” 
“IV. Estado intoxicación. Es determinado cuando en las pruebas clínicas neurológicas la manifestación en la intensidad de las potencialidades psíquicas y somáticas es severo, secundario al consumo de cualquier sustancia psicotrópica, tóxica, enervante y estupefaciente, independientemente de su tolerancia.” 
“En el caso de resultar en los supuestos de las fracciones I y II, será considera únicamente como sanción administrativa y se elaborara infracción y se retendrá el vehículo dependiendo del resultado y en los supuestos de las Fracciones III y IV. Se pondrán inmediatamente a disposición del Agente del Ministerio Público del fuero común, tanto conductor como vehículo e independiente de la(s) sanciones administrativas a que se haya hecho acreedor; y ...”
[Énfasis añadido]

De la transcripción que antecede, se desprende que el primero de los numerales establece el procedimiento a seguir por el policía vial que advierta violaciones al reglamento de tránsito por parte de un conductor y que además muestre signos de encontrarse bajo el influjo de bebidas alcohólicas, y el segundo, la forma en que habrán de evaluarse los resultados que el médico legista de la Dirección emita para determinar la infracción correspondiente; de lo que se advierte que las clasificaciones consistentes en: “Aliento alcohólico”; “Estado de ebriedad” y “Estado de intoxicación”; no deben ser entendidas como una característica del conductor que la autoridad pueda apreciar a simple vista o a través de sus sentidos, sino que los propios numerales establecen que esas clasificaciones son el resultado de que el médico legista de la Dirección, le haya practicado a dicho conductor un examen clínico de evaluación neurológica, el cual podrá ser complementado con la prueba de alcohol sensor u otra. 

En esa tesitura, es únicamente a través del resultado de ese examen, cuando se puede clasificar que el conductor, estaba manejando con aliento alcohólico, en estado de ebriedad, o en estado de intoxicación. Cabe precisar que ese examen, incluye pruebas clínicas neurológicas, la manifestación en la intensidad de las potencialidades psíquicas y somáticas, y en el caso de los estados relacionados con el alcohol, que en los aparatos para medir de manera precisa el CAC (concentración de alcohol en aliento), los resultados de las moléculas de alcohol en aire espirado sean de 0.02 a 0.24 para aliento alcohólico, y mayores a 0.25 para estado de ebriedad.

En ese sentido si la motivación de la infracción contenida en la boleta es únicamente “Manejar en estado de ebriedad”, esa expresión resulta insuficiente para considerar que se encuentra cubierto el requisito de motivar adecuadamente dicha infracción; ya que, dentro del texto del acto impugnado no se señala circunstancia alguna mediante la cual la demandada indique la forma en que advirtió que el conductor del vehículo con que se cometió la supuesta infracción manejaba en estado de ebriedad, ni cómo fue que verificó que la condición atribuida al conductor era la que determinó en el acto, no bastando únicamente su dicho. 
En efecto, en el caso particular, cuando se trata de que la conducta infractora que se le atribuye al conductor es que circulaba en estado de ebriedad, al consistir la motivación en señalar las circunstancias especiales, razones particulares inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, esto únicamente se lograría a través de que en la boleta controvertida se asentara de manera detallada que se siguió lo establecido en los artículos los artículos 160 y 161 del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.
Es decir, dentro del acto impugnado, se tiene que circunstanciar que el conductor mostraba signos de encontrarse bajo el influjo de bebidas alcohólicas, por lo que se presentó inmediatamente al conductor ante el médico legista de la Dirección, a fin de que le fuera practicado un examen clínico de evaluación neurológica donde mostró una afectación en la intensidad de las potencialidades psíquicas y somáticas severo, y que muestra valores de alcohol sensor  superiores a  0.25 moléculas de alcohol en aire espirado, por lo que se le clasificó que conducía en estado de ebriedad, actualizando así la conducta infractora.

Así como tampoco señala en la boleta de infracción impugnada las circunstancias de modo, que constituyen los motivos en que se basó para emitir y señalar como infracción “No usar cinturón de seguridad conductor y acompañantes”, al no especificar de forma clara y precisa los motivos o hechos por los cuales llegó a esa afirmación al momento de levantar la infracción, pues debe puntualizar exactamente las circunstancias del modo o el cómo es que se dio cuenta de que el conductor y sus acompañantes no usaban cinturón de seguridad, y la forma en que se constató de ello, que son los hechos de la comisión de la falta y por tanto debe establecer la forma en que lo constató; ya que no hace ningún razonamiento jurídico al respecto y no cita ningún dato concerniente a las razones en que se basó para llegar a esa conclusión, o bien el medio por el cual se dio cuenta de ese hecho, para así estar en posibilidades de emitir la boleta de infracción bajo dicha circunstancia, debiendo establecer una relación concisa de los elementos en que basó su decisión y un circunstanciado de las razones en que se basa para concluirlo. 
Sin que la autoridad emisora del acto impugnado haya cumplido con la obligación indicada, pues como se ha venido señalado, respecto de la obligación legal aludida, en la boleta cuestionada se advierte que la Policía Vial demandada no asentó ningún dato relativo en el apartado “Motivos de la Infracción”, señalando únicamente: “No usar cinturón de seguridad conductor y acompañantes” y “Manejar en estado de ebriedad”.
Lo que contraviene lo establecido en los artículos 14 y 16 párrafo primero  de la Constitución General de la República e incumple con elementos y forma para la exigencia del acto establecidos en el artículo 91 fracciones VI y VII de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, lo que genera la ilegalidad del acto impugnado, por la razones antes citadas.

Para fortalecer el criterio anterior, se citan por analogía al resultar aplicables al tema tratado, las siguientes Tesis Jurisprudenciales.

Tesis de Jurisprudencia número VI. 2o. J/248, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, página 43, con registro: 216534, que dice:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

Tesis de Jurisprudencia I.6o.C. J/52, pronunciada por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visible en la página 2127, Tomo XXV, Enero de 2007, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con registro 173565, que refiere: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez que por lo primero se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.”

Sin que pase inadvertido para esta Sala Unitaria, lo afirmado por la autoridad demandada Policía activo de la Dirección General de Seguridad Pública municipal de San Luis Potosí, S.L.P., en su escrito de contestación, en el cual refiere que en la boleta de infracción que constituye el acto impugnado, fue emitida con la debida fundamentación y motivación, cumpliendo con todos y cada uno de los requisitos que establece la Ley de Tránsito del Estado, y que en el caso que nos ocupa se cumplió con lo dispuesto en los artículos 159, 160 y 161 del Reglamento de Tránsito Municipal aplicable, lo que señala acredita con la boleta de infracción impugnada y el Certificado Médico que anexa en copia certificada como prueba de su parte; visible en fojas 48 y 49 de este sumario. A ese respecto, debe decirse, que lo anterior, no es óbice para que subsista la determinación de ilegalidad de la boleta de infracción combatida, en virtud de que dicha probanza carece de valor probatorio para acreditar los extremos que pretende la demanda, de demostrar que el conductor del vehículo se encontraba manejando en estado de ebriedad, así como que tanto él como sus acompañantes no usaban cinturón de seguridad al momento de levantar la infracción en cuestión, porque los señalamientos que se contienen en dicha probanza, no son la razón circunstanciada de los hechos motivadores de la infracción, porque esto se ubica en diverso documento que no es la boleta de infracción impugnada.
En esta tesitura, se puede sostener de la contestación de la demanda, que la autoridad pretende con sus afirmaciones subsanar las omisiones detectadas en el acto controvertido, con lo que no puede tenerse por satisfecho lo precisado en el artículo 164, fracción V, del Código Procesal Administrativo, en razón de que no resulta válido que se señalen fundamentos y motivos, en un documento distinto al acto controvertido.
Sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 201, Volumen 139-144, Tercera Parte, Séptima Época del Semanario Judicial de la Federación, con registro 237870, que dice:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO. Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

Además de que, la autoridad demandada no puede invocar hechos novedosos ni mejorar los argumentos del acto impugnado al contestar la demanda; lo anterior de conformidad con lo establecido en el artículo 244, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, razón por la cual, los argumentos que plantea la demandada en su contestación, deben desestimarse por pretender mejorar el acto de autoridad en la Litis contenciosa. 

Refuerza el anterior criterio, por analogía, la jurisprudencia VII.1o.A. J/42 (9a.) del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VIII, Mayo de 2012, Tomo 2, visible en la página 1724, que se inserta a continuación: 

 “SENTENCIAS EN EL JUICIO DE NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, EN SU DICTADO, NO DEBEN CAMBIAR LAS RAZONES Y FUNDAMENTOS DEL ACTO IMPUGNADO CON MOTIVO DE LO ADUCIDO POR LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA. Atento a los artículos 22, primer párrafo y 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, al emitir sus sentencias en el juicio de nulidad, no deben invocar hechos novedosos ni mejorar los argumentos del acto impugnado con motivo de lo aducido por la autoridad al contestar la demanda, ya que si bien es cierto que ésta tiene el derecho de oponer defensas y excepciones tendientes a sostener la legalidad de aquél, incluso introduciendo argumentos que justifiquen con mayor precisión y detalle los motivos y fundamentos ahí contenidos, también lo es que ello debe acontecer bajo la condición de no variar los originales, pues de lo contrario, deben desestimarse por pretender mejorar el acto autoritario en la Litis contenciosa.”

Por lo que, se concluye, que resulta procedente, decretar la NULIDAD de la boleta de infracción impugnada por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado el requisito de debida fundamentación y motivación, lo que deja en estado de indefensión a la parte actora, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales.

En esa tesitura, esta Tercera Sala Unitaria concluye, que la boleta de infracción folio 18975, de fecha 08 de febrero de 2020, emitida por la Policía Vial de nombre Vianey Saraí González Chávez; se ubica en la causal de ILEGALIDAD E INVALIDEZ prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que del estudio del presente asunto se demostró que carece de la debida fundamentación y motivación, e incumple además con los requisitos formales exigidos por las leyes referidas; situación que deja en estado de indefensión e incertidumbre a la parte actora, pues se ha justificado que se transgredieron, los derechos humanos y las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refiere el artículo 16 Constitucional; por lo que en consecuencia, procede decretar la NULIDAD TOTAL de la boleta de multa e infracción impugnada y, asimismo, dejar dicha boleta SIN EFECTO LEGAL alguno; según lo disponen los artículos 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

En ese orden de ideas, la misma suerte siguen las actuaciones y consecuencias que tuvieron como origen la boleta de infracción impugnada, como en su momento fue la retención del vehículo, por tener sustento en un acto viciado de ilegalidad.

Sirve de apoyo la tesis de Jurisprudencia pronunciada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en la página 280, Volumen 121-126, Sexta Parte, Séptima Época, del Semanario Judicial de la Federación, con registro digital: 252103, que refiere:
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación manifestados por la parte actora, ya que aun y cuando resultaren fundados, en nada variaría el sentido de la presente resolución. 

Tiene aplicación la Tesis de Jurisprudencia IV.2o.C. J/9, pronunciado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, visible en la página 1743, Tomo XXV, Mayo de 2007, Novena Época, Registro: 172578, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO. Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo.”

Ahora bien, el actor en su escrito de demanda pide se declare la ilegalidad e invalidez de la boleta de infracción impugnada, y como consecuencia se le restituya en los derechos que fueron violentados, solicitando la devolución del objeto que fue retenido con motivo de la boleta de infracción impugnada.

En las condiciones apuntadas, a efecto de llevar a cabo el pronunciamiento correspondiente a lo peticionado por la actora, resulta necesario hacer mención al contenido del artículo 252 del Código de Procedimientos Administrativos para el Estado de San Luis potosí, que literalmente dispone:

“ARTICULO 252.- De ser favorable la sentencia al actor, esta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca”   

Entonces, de acuerdo a lo anterior, si esta Sala Unitaria declaró la ilegalidad e invalidez de la boleta de multa impugnada, decretando su nulidad total y dejándola sin efecto legal alguno, resulta fundado lo peticionado por el actor, y en tal virtud, se ordena a las demandadas, la cancelación de dicha infracción, toda vez que se trata de una consecuencia legal y lógica derivada de la nulidad previamente decretada, actualizándose de esa forma la disposición contenida en el numeral invocado en el párrafo que antecede. 
De igual manera para que se le devuelva el vehículo retenido con motivo del acto declarado nulo, esto último se encuentra satisfecho a la parte actora, pues en auto de veinticuatro de febrero de dos mil veinte, se tuvo por recibido escrito de la Policía Vial y/o Agente de Tránsito adscrito a la Dirección de Tránsito y Policía Vial del H. Ayuntamiento del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., mediante el cual informa el cumplimiento a la suspensión otorgada en este juicio, exhibiendo documentos anexos, ente ellos el oficio dirigido al Encargado de la Pensión Zárate, en el que consta que el día 06 de junio de 2020 el actor recibió la liberación del vehículo, teniéndose por cumplida la medida cautelar decretada.
Por lo cual, en base a los numerales 256 y 257 del Código Procesal Administrativo  para el estado de San Luis Potosí, dígasele a las autoridades demandadas, o bien a las autoridades que deban cumplirla, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria las prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, las requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento. 

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, decretándose su NULIDAD TOTAL, y dejándolo SIN EFECTO LEGAL alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la misma.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas y tercero interesado.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, a quien le toco conocer del presente expediente, por reasignación en su conocimiento, lo anterior con fundamento en los artículos 19, fracción IX y 42 último párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 4° de su Reglamento Interior y en términos del Acuerdo General del Pleno de este Tribunal, de fecha veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, quien actúa con Secretario de Acuerdos Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro
Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí 

	Licenciado Ismael Méndez Hernández

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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